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— En consideración el informe de la Comisión 
Especial. 


— Manifestaciones de los señores legisladores 
Martínez, Flores Silva y del señor Presidente. 


— Se vota afirmativamente. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 10 de marzo de 1987. 
La COMISION PERMANENTE se reunirá en sesión ex- 
traordinaria el próximo jueves 12, a la hora 14 y 15 a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


- Informe de la Comisión Especial integrada por los le- 
gisladores Manuel Flores Silva y Luis José Martínez, so- 


Páginas 


5) Julio Selsona Flores. Homenaje a su memoria .. 61 
— Se resuelve tratar el asunto como urgente. 


— Manifestaciones de los señores legisladores 
Maimó Quintela, Lacalle Herrera, Flores Silva, 
Fau y Martínez. 


—- Se resuelve guardar, de pie, un minuto de si 
lencio en homenaje al extinto y enviar la ver. 
sión taquigráfica de las expresiones vertidas 
en Sala a sus deudos. 


6) Se levanta la Sesión ................o.oo.ooooc.o.. 68 


bre los pedidos de informes solicitados o reiterados du- 
rante el receso por legisladores integrantes o no de la 
Comisión Permanente. 

(Carp. N* 46 . Rep. N* 15) 


LOS SECRETARIOS.” 
2) ASISTENCIA 


' ASISTEN: los señores senadores Manuel Flores Silva, 
Reinaido Gargano y Luis Alberto Lacalle Herrera y los 
señores representantes Nelson Arredondo, Yamandú Fau, 
Julio Maimó Quintela, Miguel Manzi, Luis José Martínez 
y Gustavo Varela. 
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FALTA con.aviso el señor representante Washington 
Cataldi. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 30 minutos) 
-—Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 12 de marzo de 1987. 
El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que so- 


licita venia para destituir de su cargo a un funcionario 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


—A la Comisión Especial integrada por los señores 


legisladores Reinaldo Gargano y Miguel Manzi. 


El mismo Poder remite Mensajes por los que da cuen- 
ta de haber dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


Por la que tributa honores de Consejero Nacional de 
Gobierno a los restos mortales del señor o da 
Alejandro Zorrilla de San Martín. 


Por la que tributa honores de Ministro de Estado a 
los restos mortales del General (R) Enrique Magnani. 


Por el que se aprueba la contratación de un préstamo 
a concertar entre la Administración Nacional de Usi- 
nas y Trasmisiones Eléctricas y el Banco Internacio. 
nal de Reconstrucción y Fomento por hasta un monto 
de U$S 45:200.000. 


Por la cual se presta aprobación al “Contrato de Mo- 
dificación al Convenio de Cofinanciación” de fecha. 15 
de diciembre de 1986. 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economía 
y Finanzas libre orden de pago a favor de la Coope- 
rativa Nacional de Productores de Leche (CONAPRO- 
LE) por la suma de N$ 49.726,10 por concepto de sub- 
sidios a los consumos de leche beneficiados correspon- 
diente al mes de octubre de 1986. 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economía 
y Finanzas libre orden de pago a favor de la Coope- 
rativa Nacional de Productores de Leche (CONAPRO- 
LE) por la suma de N$ 47.050,80 por concepto de sub. 
sidios a los consumos de leche beneficiados correspon- 
dientes al mes de agosto de 1986. 


Por la cual se autoriza al Inciso 06 Ministerio de Re- 
laciones Exteriores a trasponer con Financiación 1.3. 
la suma de N$ 146:984.000 en el Programa 001 del 
Proyecto 875 (Inversiones a Reaplicar). 


Por la que se autoriza al Inciso 12 “Ministerio de Sa- 
lud Pública” a realizar en la financiación 1.3 “Rentas 
Generales” la trasposición de la suma de N$ 439:339.386 
en el Programa 001 “Administración Superior” del 
Proyecto 875 “Inversiones a Reaplicar a los Proyectos 
701, 702 y 703. 
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Por el que se autoriza al inciso 03 “Presidencia de la 
República” a trasponer la suma de N$ 1:000.000 del 
Proyecto 738 “Mobiliario y equipo de Oficina” al Pro. 
yecto 737 “Adquisición de Vehículos”, dentro del Pro. 
grama 004 “Política, Administración y Control del 
Servicio Civil”. 


Por la que se aprueban varios contratos de Préstamo, 
a Otorgarse entre el Banco Interamericano de Desa. 
rrollo (BID) y la República Oriental del Uruguay. 


—Téngase presente y remítanse copia a ambas Cáma- 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite la infor- 
mación solicitada por el señor senador Reinaldo Grar- 
gano respecto de las denuncias formuladas por el se. 
ñor Gustavo Muñoz Durán. 


—A disposición del señor legislador Reinaldo Gargano. 


La Comisión Especial integrada por los señores legis. 
ladores Manuel Flores Silva y Luis José Martínez eleva el 
informe relacionado con los pedidos de informes solicita. 
dos o reiterados por legisladores integrantes o no de la 
Comisión Permanente. 


—Se repartió con la citación. 


El señor legislador Reinaldo Gargano solicita de con. 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución el envio del siguiente pedido de informes: 


Al Ministerio de Educación y Cultura relacionado con. 
la aplicación del nuevo curriculum del Ciclo Básico y so- 
bre la situación de los docentes y administrativos resti- 
tuidos. 


—-Procédase como se solicita”. 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra a considerar el úni. 
co punto del orden. del día: “Informe de la Comisión Es. 
pecial integrada por los legisladores Manuel Flores Silva 
y Luis José Martínez, sobre los pedidos de informes soli. 
citados o reiterados durante el receso por legisladores in.- 
tegrantes o no de la Comisión Permanente. (Carp. N* 46 - 
Rep. N? 15)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 46/87 
Rep. N% 15/87 


Montevideo, 11 de marzo de 1987. 


Señor Presidente de la Comisión Permanente 
Dr. Américo Ricaldoni 
Presente 


De nuestra consideración: 


Esta Comisión Especial, instituida para examinar al. 
gunos aspectos concernientes al uso de la facultad de pe- 
dir datos e informes (artículo 118 de la Constitución) en 
el ámbito de la Comisión Permanente (artículo 132 de la 
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Constitución), hace llegar por su intermedio al Cuerpo 
de su Presidencia las conclusiones que seguidamente se 
expresan. 


La falta de estudios exhaustivos sobre este asunto, ha- 
ce imposible confrontar gran parte de los puntos de vista 
contenidos en el adjunto informe con opiniones preceden- 
tes. Por lo mismo las reflexiones que el problema nos ha 
sugerido deberán ser consideradas como un modesto pun- 
to de partida en la consideración del tema. 


Sin otro particular, saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. 


Manuel Flores Silva, Luis José Martínez. Legisladores. 


1.— Objeto. — Esta Comisión Especial ha sido desig- 
nada con el objeto de examinar si, de conformidad con 
los preceptos constitucionales vigentes, la facultad confe- 
rida a los legisladores por el artículo 118 de la Constitu- 
ción, consistente en pedir a los organismos que allí se in 
dica los datos e informes que estimaren necesarios para 
llenar su cometido, puede ser ejercida, no sólo ante sus 
respectivas Cámaras, sino también ante la Comisión Per- 
manente cuando aquellas se hallaren en receso. 


En segundo término, esta Comisión estima asimismo 
comprendida entre las cuestiones sobre las que debe pro- 
nuhnciarse, la de si corresponde que la Comisión Perma. 
nente haga suyo y reitere, en los términos previstos por 
el artículo 118 de la Constitución, un pedido de informes 
que se hubiere formulado oportunamente por un legisla- 
dor ante su respectiva Cámara. 


Para resolver los asuntos planteados, se considera ne- 
cesario establecer previamente las condiciones y las mo. 
dalidades de ejercicio de la facultad de pedir informes por 
parte de los legisladores, y de la facultad de reiterar tales 
pedidos por parte de la respectiva Cámara. Como estos 
asuntos sólo pueden ser examinados a partir de la pres- 
cripción constitucional contenida en el artículo 118, nos 
detendremos seguidamente en ella. 


2.— La facultad de pedir datos e informes. Su natu- 
raleza. El artículo 118 de la Constitución establece: ““To- 
do legislador puede pedir a los Ministros de Estado, a la 
Suprema Corte de Justicia, a la Corte Electoral, al Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo y al Tribunal de 
Cuentas, los datos e informes que estime necesarios para 
llenar su cometido. El pedido se hará por escrito y por in- 
termedio del Presidente de la Cámara respectiva, el que 
lo trasmitirá de inmediato al órgano que corresponda. Si 
éste no facilitare los informes dentro del plazo que fijará 
la ley, el legislador podrá solicitarlos por intermedio de 
la Cámara a que pertenezca, estándose a lo que ésta. re- 
suelva. No podrá ser objeto de dicho pedido lo relacionado 
con la materia y competencia jurisdiccionales del Poder 
Judicial y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo”. 


Este texto, en sustancia, aunque con variantes, rige 
desde 1918, y corresponde al propósito de incrementar las 
facultades de control del Poder Legislativo sobre los actos 
del Poder Ejecutivo y sus dependencias. 


Resulta claro que la atribución que en la disposición 
transcripta se confiere, constituye una facultad otorgada 
a cada legislador que, por sí solo o conjuntamente con 
Otros, la ejerce ante el Presidente de la Cámara respectiva, 
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quien la tramita de inmediato. De conformidad con la nor. 
mativa vigente, el Presidente da curso a la solicitud y ul- 
teriormente informa a la Cámara del trámite consiguiente 
(Reglamento de la Comisión Permanente, art. 1%, y Re- 
glamento de la Cámara de Representantes, art. 103, lit. D). 


Aunque constituye una facultad conferida al legisla. 
dor, resulta obvio que le ha sido otorgada para el mejor 
desempeño de las funciones que la. Constitución acuerda al 
Poder Legislativo. Se trata por ello de una atribución es- 
tablecida en interés del Cuerpo y como uno de los ele- 
mentos de recíproco contralor y equilibrio entre los Pode- 
res del Estado. “El poder de solicitar datos e informes 
-—enseña Justino Jiménez de Aréchaga— se confiere a fin 
de que el Parlamento pueda llenar sus cometidos” (“La 
Constitución Nacional, T. IV, Pág. 56; subrayado nuestro), 


El legislador, en efecto, toma decisiones como inte- 
grante de un órgano colegiado, contribuyendo Con la ex- 
presión de su voluntad a la formación de la ley y a la 
adopción de otras resoluciones propias de la competencia 
del órgano de que forma parte; y el constituyente ha par- 
tido, sin duda, de la base de que el pedido de informes 
tiene por objeto el mejor cumplimiento de las funciones 
aludidas. 


Es cierto que a menudo el integrante de una Cámara 
puede, por sí mismo, formular planteos destinados a pro- 
ducir determinados efectos, aún con independencia de la 
voluntad colectiva del órgano; pero, sin perjuicio de los 
efectos políticos que las acciones de un legislador puedan 
producir, es claro que ellas están regularmente referidas, 
cuando no subordinadas, a una decisión colectiva. Tal es 
el caso, por ejemplo, de las comunicaciones que se cursan 
a las dependencias de otros Poderes del Estado en mérito 
a exposiciones verbales o escritas que los legisladores rea- 
lizan y cuyo destino es resuelto en todos los casos por la 
Cámara respectiva en su conjunto. 


3.— Trámite del pedido de informes. — Es claro, en- 
tonces, que un Senador o un Representante formula por 
sí, cuando lo estima necesario, pedidos de informes que 
presenta ante la Presidencia de su respectiva Cámara, a. 
los que ésta da curso de inmediato informando a posteriori 
al cuerpo legislativo sobre lo actuado. Es claro también. 
que, ante la demora del organismo o Poder requerido, y a 
solicitud del propio legislador, la Cámara puede hacer su- 
yo el pedido de informes, decisión que, naturalmente, debe 
ser adoptada en sesión del Cuerpo. 


De conformidad con la Constitución (artículo 118, in. 
ciso primero, parte final), incumbe al legislador solicitan. 
te gestionar la reiteración. Esta consiste en un pedido de 
informes que no parte ya simplemente del legislador, sino 
de la Cámara a que él pertenece, a cuyos efectos ésta exa- 
minará el asunto para determinar si corresponde o no la 
reiteración gestionada. 


Nuestro sistema constitucional ha establecido cuatro 
órganos a los que incumbe el desempeño de las funcio. 
nes asignadas al Poder Legislativo. Ellos son: la Asamblea 
General, la Cámara de Senadores, la Cámara de Repre- 
sentantes y la Comisión Permanente. A cada uno le ha, 
atribuido determinadas competencias. Sin perjuicio de 
compartir algunos Órganos muchas de tales competencias 
(como es el caso, obviamente, de la Cámara, de Senadores 
y la Cámara de Representantes) cada Cuerpo tiene asig- 
nados deberes y prerrogativas propias y, asimismo, sus 1n. 


tegrantes tienen unos y otras en su condición de tales, 
con independencia de las facultades y obligaciones que 
les correspondan como integrantes de otro de los Órganos 
legislativos. 


La facultad o poder de pedir datos e informes ha sido 
acordada pues a Senadores y Representantes, en su carác- 
ter de miembros de la respectiva Cámara y para el mejor 
cumplimiento de las funciones de cada una de ellas. Ej ya 
citado Jiménez de Aréchaga dice: “El pedido de datos e 
informes no es un poder ilimitado, como no lo es ninguno 
de los que la Constitución atribuye a los distintos centros 
de autoridad. Repitamos una vez más que el ejercicio de 
todo poder derivado de la Constitución está sometido a 
tres Órdenes de limitaciones fundamentales: primero, nin- 
gún órgano público puede ejercer poder público fuera. del 
límite de las competencias asignadas por la Constitución; 
segundo, ningún órgano público puede ejercer poder pú- 
blico sin ajustarse a las formalidades que para el ejercicio 
de sus competencias están previstas por la Constitución; 
y tercero, ningún órgano público puede. ejercer poder pú- 
blico sino en vista de los fines para los cuales esa atribu- 
ción de poder ha sido hecha por la Constitución” (La 
Constitución Nacional, T. IV, pág. 56). 


Tan €s así, que si la solicitud exhorbitara manifiesta- 
mente las potestades del órgano legislativo (que como es 
sabido son de dos clases: de legislación y de control), el 
Presidente de la Cámara puede rehusarse a cursar la so- 
licitud. El mismo autor citado, luego de afirmar, como 
surge de lo anteriormente transcripto, que la facultad “no 
es ilimitada”, añade: “Si un legislador pidiera, por ejem- 
plo, que para completar sus investigaciones históricas, se 
solicite determinados datos a un Ministerio, la Mesa no 
puede dar trámite a ese pedido ni el Ministro está obli 
gado a suministrar datos. Si un legislador quiere pruebas 
para un juicio que ha iniciado ante la justicia ordinaria, 
no corresponderá tampoco que se responda a su solicitud” 
(Ob. cit., T. IV, pág. 57). 


En la realidad, sin embargo, los pedidos de informes 
son tramitados prácticamente sin limitaciones. Basta con- 
siderar, por otra parte, cuán ostensiblemente improceden- 
, tes son los planteos elegidos como ejemplos por el ilustre 
maestro, para advertir que la negativa sólo podrá produ- 
cirse de modo excepcional. 


4.— El pedido de informes en el ámbito de la Comi- 
sión Permanente. Examen del artículo 132 de la Constitu- 
ción, — El artículo 132 de la Constitución dice; “Corres. 
ponderá también a la Comisión Permanente, prestar O 
rehusar su consentimiento en todos los casos en que el 
Poder Ejecutivo lo necesite, con arreglo a la presente 
Constitución y la facultad concedida a las Cámaras en los 
artículos 118 y siguientes, sin perjuicio de lo dispuesto por 
el numeral 13 del artículo 168”. 


Obsérvese que el constituyente ha expresado que co- 
rresponde a la Comisión Permanente la facultad conce- 
" dida a las Cámaras en los artículos 118 y siguientes. En 
lo que aquí interesa, la potestad de pedir informes corres- 
ponde, pues, a la Comisión Permanente durante el período 
de su funcionamiento. Obsérvese, además, que se atribuye 
en este artículo a la Comisión Permanente una facultad 
que el artículo 118 otorga a cada legislador. ¿Se trata de 
una expresión deliberada con el objeto de que sea la Co- 
misión, como Cuerpo, quien ejerza la facultad o, por el 
contrario, constituye meramente un giro gramatical que 
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trasunta la voluntad del constituyente de que en el ám- 
bito de la Comisión Permanente puedan sus integrantes 
ejercer la misma atribución que tienen los componentes de 
los otros órganos del Poder Legislativo? 


Ambas disposiciones —es decir, los actuales artículos 
118 y 132— provienen, aunque con variantes, de la Cons- 
titución de 1918. Las discusiones que precedieron a su 
sanción no permiten alcanzar, sobre este punto, conclu. 
sión alguna. (Ver actas de la Comisión de Constitución, de 
julio de 1917, y especialmente de la Convención Nacional 
Constituyente, sesión del día 1? de octubre de 1917, págs. 
403 y siguientes. En el texto allí aprobado y ulteriormente 
sancionado por el Cuerpo Electoral, los artículos correlati. 
vos a los actuales 118 y 132 eran, respectivamente, el 49 y 
el 56). En la duda, sin embargo, se estima que debe pre- 
dominar un criterio amplio, es decir, que facilite el ejer- 
cicio de la facultad constitucional en vez de restringirilo. 


5.— Continuación del examen del artículo 132. — 
Conclúyese pues que el poder otorgado 'podrá ser utilizado 
por cada miembro de la Comisión Permanente, Y ello por 
los siguientes fundamentos: 


Primero: Porque si la facultad de pedir informes ha 
sido conferida a senadores y representantes para que usen 
de ella individualmente, es porque se consideró que esta 
modalidad de ejercicio es la que facilita el cumplimiento 
de los fines para los que fue acordada, sin añadir a la ta- 
rea del órgano correspondiente la necesidad de examinar 
caso por Caso. 


Segundo: Porque el poder de solicitar datos e infor- 
mes lo ha otorgado el constituyente con el propósito de 
que el legislador cuente con elementos que le permitan el 
más eficaz cumplimiento de su labor, y consecuentemente, 
de la labor del Cuerpo de que forma parte (ver “supra”, 
N? 2, y N? 3 parte final). Puesto que la Cámara de Sena- 
dores, la Cámara de Representantes y la Comisión Perma- 
nente tienen, cada una, sus propias atribuciones constitu. 
cionales, parece razonable que, a estructuras semejantes 
(sin perjuicio de la diferencia de contenidos), correspon- 
dan formas de ejercicio idénticas de las atribuciones res- 
pectivas. Así, si en la Cámara de Senadores, en orden al 
cumplimiento de sus funciones propias, la facultad de pe- 
dir datos e informes se ejerce de cierto modo; y si en la 
Cámara de Representantes, para satisfacer la misma fi- 
nalidad, 'esa facultad se ejerce del mismo modo; parece 
razonable inclinarse, en la duda, por idéntica solución en 
el caso de la Comisión Permanente, cuando de cumplir sus 
funciones se trata y es preciso saber cómo usar las atribu- 
ciones otorgadas para ello. 


Tercero: Por una razón sistemática. La facultad de pe- 
dir informes, genéricamente considerada, incluye dos mo- 
dalidades posibles: la solicitud formulada por uno o va- 
rios legisladores, y la reiteración de la solicitud (en este 
caso, por la Cámara respectiva). Si el constituyente, en el 
artículo 132, hubiera querido restringir de algún modo las 
posibilidades que otorgó en el artículo 118, lo habría hecho 
en forma expresa. 


Puesto que no es razonable permitir que el integrante 
de la Comisión Permanente pida informes e impedir que 
el pedido sea reiterado si la Comisión lo estima necesario, 
ya que esto podría volver ilusorio el ejercicio-de aquella 
facultad, resultaría francamente ilógico sostener que se 
pueda pedir informes pero que no se pueda solicitar por 
medio de la Comisión Permanente la reiteración del mismo 
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Igualmente inadmisible resulta suponer que la Comi. 
sión sólo puede reiterar un pedido de informes, porque es- 
to implica, forzosamente, la existencia del pedido mismo 
sobre el que la reiteración recae. 


De donde se concluye que la referencia del artículo 
132 incluye, tanto la solicitud de informes que un miembro 
de la Comisión Permanente puede realizar directamente, 
como la eventual reiteración, esta vez por parte de la pro- 
pia Comisión y mediante decisión adoptada como cuerpo. 


Este razonamiento supone naturalmente que la atribu- 
ción conferida a la Comisión Permanente no es —o al me. 
nos ho es exclusivamente— la de hacer suyos pedidos de 
informes realizados ante alguna de las Cámaras. Porque 
si el propósito del constituyente hubiera sido ése, y sola- 
mente ése, la norma. se volvería inteligible y sistemática- 
mente correcta, sin que fuera preciso sostener, además, 
que el miembro de la Comisión Permanente puede por sí 
pedir datos e informes. 


Ahora bien: esta Comisión considera, como luego se 
verá (infra Nos. 9 y 10) que, por lo menos y con toda se- 
guridad, no ha sido intención del constituyente asignar a 
la Comisión Permanente tan sólo el poder de hacer suyos 
pedidos de informes previamente cursados a través de las 
Cámaras. 


También es verdad que el razonamiento que se viene 
desarrollando, da en cierto modo por probado lo que pre- 
cisamente se trata de demostrar, esto es, que la solicitud 
puede ser formulada individualmente por cada integrante 
de la Comisión Permanente. Porque podría ocurrir que la 
voluntad del constituyente hubiera sido la de acordar a 
la Comisión Permanente como órgano, tanto la facultad 
de pedir datos e informes, como la de reiterarlos. Los pá- 
rrafos siguientes se destinarán precisamente a demostrar 
que esto no pudo ser así. 


Cuarto: Los antecedentes que se tuvo a la vista en 
ocasión de redactarse la norma constitucional, corroboran 
la tesis que se sostiene, El instituto del pedido de informes 
es Conocido en el derecho comparado, y especialmente por 
la doctrina francesa, como la “cuestión escrita”, a diferen. 
cia del llamado a Sala de los Ministros, denominado “cues 
tión oral”. Este último instituto era el único poder de 
contralor acordado al Parlamento en nuestra Carta cons- 
titucional de 1830. El artículo 53 prescribía: “Cada una 
de las Cámaras tiene facultad de hacer venir a su Sala a 
los Ministros del Poder Ejecutivo, para pedirles y recibir 
los informes que estime convenientes”. Y el artículo 58 es- 
tablecía: “Corresponderá también a la Comisión Perma.- 
nente prestar o rehusar su consentimiento en todos los 
actos en que el Poder Ejecutivo lo necesite, con arreglo a 
la presente Constitución y la facultad concedida a las 
Cámaras en el artículo 53”. 


Bajo el imperio de estas disposiciones, la Comisión 
Permanente pidió informes no una, sino muchas veces, 
al Poder Ejecutivo. Es cierto que en algún caso el Poder 
Ejecutivo se negó a proporcionar los datos que le fueron 
solicitados, como ocurrió con el pedido de informes que 
la Comisión Permanente resolvió dirigirle en la sesión del 
4 de diciembre de 1854 (Diario de Sesiones, T. II, págs. 
57, 59 y 61). Pero inclusive en este caso la negativa no se 
fundó —por lo menos en un análisis formal— en el cues- 
tionamiento de la facultad de pedir informes considerada 
en sí misma, sino en razones de contenido atinentes a la 
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situación concreta. La existencia de la facultad fue gene- 
ralmente admitida, en el entendido de que constituía una 
derivación, implícita pero incuestionable, de la potestad 
otorgada en el artículo 53. A vía de ejemplo, puede citar- 
se además los pedidos de informes planteados y resueltos 
en las sesiones del 19% de diciembre de 1860 (Diario de 
Sesiones, T. 11, pág. 588), de 6 de mayo de 1972 (Diario 
de Sesiones, T. IV, pág. 532), 10 de enero de 1873 y 10 
de febrero del mismo año (Diario de Sesiones, T. V, págs. 
107 y 120 respectivamente), 24 de octubre de 1903 (Diario 
ae Sesiones, T. XI, pág. 424 y ss.) y 8 de Octubre de 1910 
(Diario de Sesiones, T. XIL, pág. 167/8). Esta práctica Se 
fundaba, por lo demás, en el criterio que la Comisión Per- 
manente había fijado, al dirigirse por minuta al Poder 
Ejecutivo, el 16 de diciembre de 1834 (Diario de Sesiones, 
T. 1). 


En la Constituyente de 1917, se resolvió incorporar 
como medios de control de la gestión del Poder Ejecutivo 
por el Parlamento, añadiéndolos al llamado a Sala —que 
por otra parte fue convertido en un auténtico derecho de 
las minorías— el pedido de informes, o sea la “cuestión 
escrita” (art. 49) y las Comisiones Parlamentarias de in- 
vestigación (art. 51). El texto de la norma relacionada 
con el instituto que nos ocupa, fue sin embargo modifica- 
do en relación con el de 1830, y quedó de este modo: 
“Todo legislador puede pedir a los Ministros de Estado 
los datos e informes que estime necesarios para llenar su 
cometido. El pedido se hará por escrito y por intermedio 
del Presidente de la Cámara respectiva, el que lo trasmi- 
tirá de inmediato al Ministro, 


Si el Ministro no facilitare los informes, el legislador 
podrá solicitarlos por medio de la Cámara a que perte- 
nezca”. 


La disposición por la que la facultad era extendida a 
la Comisión Permanente, no tuvo modificaciones, excepto 
en cuanto a la remisión. Donde antes decía: “la facultad 
concedida a las Cámaras en el artículo 53” (llamado a 
Sala), pasó a decir: “la facultad concedida a las Cámaras 
en los artículos 49 y siguientes”. Puesto que los artículos 
49 y siguientes confieren a las Cámaras no una, sino va- 
rias facultades, es preciso entender que la nueva norma 
se refiere a todas ellas, y atribuir el error consistente en 
la utilización del singular, a mera inadvertencia. De lo 
contrario, la expresión “y siguientes carecería por com- 
pleto de sentido. 


Ahora bien: ¿Cuál fue Ja intención del constituyente 
al acordar a la Comisión Permanente la facultad de pe- 
dir datos e informes que él mismo instituyó? 


¿Quiso dar a la Comisión como órgano la potestad 
que confirió individualmente, en cuanto a su ejercicio, a 
cada uno de los senadores y diputados? A la luz de los 
antecedentes reseñados, es claro que n0, No había necesi. 
dad de acordar en forma expresa. un poder que el proplo 
órgano nabía manifestado tener, y que, por añadidura, 
había ejercido reiteradamente durante más de Ochenta 
años. 


¿Quiso otorgar a la Comisión la facultad de hacer su- 
yos los pedidos de informes que senadores y diputados 
habían formulado a través de sus respectivas Cámaras? 
Este es un asunto particularmente opinable. Pero inclu. 
sive en el supuesto de que hubiera tenido esa intención, 
ello no invalidaría la afirmación de que cada integrante 


* 
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de la Comisión Permanente puede pedir por sí solo datos 
e informes, sino en el caso de que se le hubiera otorgado 
a este órgano únicamente el poder de ejercer tal facultad 
mediante esa modalidad (ver Ordinal tercero precedente). 


¿Quiso el constituyente acordar a los integrantes de 
la Comisión Permanente por sí, y a la propia Comisión 
en su conjunto, la potestad de pedir datos e informes se- 
gún las mismas modalidades de ejercicio que fijó para 
cada una de las Cámaras? Efectivamente, según nuestra 
opinión, tal fue su voluntad, como emerge de lo reseñado 
hasta aquí. 


6.— Opinión doctrinaria. — Ese punto de vista había 
sido sustentado, por lo demás, en 1943, en la obra “La Co- 
misión Permanente”, surgida del Seminario de Derecho 
Constitucional que dirigió Justino Jiménez de Aréchaga. 
El asunto no había sido considerado, hasta entonces, en 
forma exhaustiva en trabajo alguno, y tampoco lo fue con 
excesivo detenimiento en esa oportunidad. Sin embargo es 
incuestionable que allí se dio por entendido que la interpre- 
tación correcta era la que se sostiene en el presente in- 


forme. En el Tomo II, página 285.286, se examina el ar. 


tículo correlativo al actual 132 en estos términos: “Adviér- 
“tase, en primer lugar, un argumento en apoyo de quie- 
“nes sostenemos que la Comisión Permanente es un or- 
“ganismo de facultades propias y no delegadas. El ar- 
“tículo 106 se refiere a que “todo legislador” puede hacer 
“uso de tal prerrogativa. Si los miembros de la Comisión 
“Permanente estuviesen en ella como legisladores, no ten- 
“dría razón el que se insistiera sobre el tema en el capí- 
“tulo referente a la C.P. No es exacta la redacción del 
“artículo 121 cuando dice que es la facultad concedida a 
“las Cámaras. En realidad, una de las diferencias básicas 
“con el artículo 107 consiste en que esta facultad es con- 
“cedida a los legisladores individualmente y aquélla lo es 
“a las Cámaras como cuerpos; recién en el caso de que 
“no tuviera éxito el pedido de informes, debe el legislador 
“conformarse a solicitarlo por medio del cuerpo legislativo 
“a que pertenece”. Prosigue más adelante: “En lo que se 
“refiere al procedimiento para hacer valer esta facultad, 
“surge de la lectura del inciso: Pedirlo por escrito y por 
“intermedio del Presidente, en este caso, de la C.P.” (Ob. 
“cit., Tomo II, pág. 288). 


7.— Recapitulación. — Por las razones expuestas, de- 
be concluirse que la facultad de pedir informes incumbe 
a cada uno de los integrantes de la Comisión Permanente; 
que ella debe ser ejercida ante el Presidente de la propia 
Comisión, el que deberá trasmitirlo de inmediato al ór- 
gano que corresponda; que el pedido de informes debe 
tener relación con el desempeño de las funciones que 
constitucionalmente incumben a la Comisión Permanente, 
las cuales primordialmente consisten en velar sobre la 
observancia de la Constitución y de las leyes (artículo 129 
de la Constitución); y, por último, que la Comisión puede 
solicitar corporativamente los informes del caso cuando 
estimare que ha transcurrido un lapso prudencial sin que 
se haya respondido a la solicitud original. 


Resulta útil detenerse en la consideración de la exis. 
tencia de fines propios de la Comisión Permanente como 
órgano del Poder Legislativo, y de medios o poderes ju- 
rídicos también propios dirigidos a la obtención de dichos 
fines. Desarrollando su conocida tesis de que la Comisión 
Permanente no es una mera delegación de Otros Órganos 
legislativos, enseña Jiménez de Aréchaga: “Establecido 
“que la Comisión Permanente es un órgano de creación 
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“constitucional; que ejerce la soberanía al mismo título 
“que los órganos integrantes de cualquier otro Poder. del 
“Estado; que en ella reside el ejercicio del Poder Legisla. 
“tivo en igual grado que en la Asamblea General, dentro 
“de los límites constitucionalmente fijados a sus respecti. 
“vas competencias, se ha de sostener que es totalmente 
“desprovisto de sentido jurídico todo intento de definirla 
“como delegación o representación del Cuerpo Legislativo. 
“Eso lo era la Diputación Permanente en el antiguo De- 
“recho público español, instituida por las Cortes y definido 
“por ellas el ámbito de su autoridad, con todas las limita. 
“ciones y condiciones que las Cortes mismas quisieran 
“acordar. Pero en nuestro Derecho Público, no solamente 
“se debe desechar tal criterio, sino, como es lógico, todas 
“las consecuencias que de él se derivan”. 


Y sigue más adelante: “En nuestro concepto, la Comi. 
“sión Permanente es un órgano de creación constitucio- 
“nal, no delegado ni representante de la Asamblea, sino 
“representante de la Nación como la Asamblea misma, 
“al que, en los períodos de receso, se confía el ejercicio 
“del Poder Legislativo, en los límites, bajo la formas y 
“en vista de los fines establecidos por la Constitución”. 
(La Constitución Nacional, T. IV, págs. 136/7). En el mis- 
mo sentido: “La Comisión Permanente” (antes mencio- 
nada), publicación de la Fac. de Derecho y Ciencias So- 
ciales. Montevideo, 1943, T. II, pág. 43 y siguientes. 


Quiere decir que cuando un miembro de la Comisión 
Permanente pide datos o informes que estima necesarios 
para llenar su cometido, debe hacerlo en vista al cum- 
plimiento de las funciones propias de la Comisión Perma. 
nente, que no son las mismas funciones de la Cámara de 
la que el legislador forma parte. A la hora de tramitarse, 
por intermedio de la Presidencia de la Comisión Perma- 
nente, un pedido de informes, se deberá examinar si cons- 
tituye un medio idóneo para el cumplimiento de los fines 
del órgano. Ese examen de pertinencia debe ser realizado 
también, en su caso, por el Presidente de cada Cámara 
(ver “supra”, N* 111, parte final); pero viene a resultar 
más importante en el caso de la Comisión Permanente, 
cuyas atribuciones son cuantitativamente menores —aun. 
que no de inferior jerarquía— en relación con las de cada 
una de las Cámaras. De tal suerte, los miembros de la 
Comisión Permanente deberán cursar pedidos de intor- 
mes a través de la Presidencia de sus respectivas Cáma. 
ras, cuando los fines a que ellos se dirijan sean los pro. 
pios de esa Cámara y no los de la Comisión Permanente. 


8.— ¿Puede un legislador que no integra la Comisión - 
Permanente pedir informes por intermedio de la Presi. 
dencia de dicho órgano? — De lo expresado se deduce que 
el legislador no integrante de la Comisión Permanente no 
puede pedir informes a través de la Presidencia de ésta. 
Esta conclusión es perfectamente razonable: 


19) porque las facultades conferidas a los integrantes 
de un órgano público, deben ser ejercidas por ellos mis- 
mos, con exclusión de otras personas. Así, no corresponde 
que un representante gestione un pedido de informes a 
través de la Presidencia de la Cámara de Senadores ni 
viceversa. 


22) Porque aún durante el período de receso, el legis. 
lador conserva su derecho de pedir informes ante la Pre. 
sidencia de su respectiva Cámara, y de hecho se procede 
de este modo según una práctica de muy larga data. Más 
todavía: incluso en el supuesto de disolución de las Cá- 
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maras, debe entenderse que no desaparece la facultad de 
pedir informes, desde que el artículo 148, Inciso 10, es- 
tablece que las Cámaras “quedarán suspendidas en sus 
funciones, pero subsistirá el estatuto y fuero de los legis- 
ladores”, por lo que parece razonable concluir que la Pre- 
sidencia de cada Cámara deberá continuar actuando, Co- 
mo. ocurre durante el receso parlamentario, para permitir 
el desenvolvimiento de las facultades que forman parte 
del estatuto y fuero parlamentarios. No habría, pues, ne- 
cesidad que justificara el ejercicio ante la Presidencia de 
la. Comisión Permanente de la facultad de pedir informes, 
hallándose expeditos los caminos para ejercerla aún en 
los períodos de receso o disolución parlamentaria. 


. Si, durante el receso o disolución, la no contestación 
de un pedido de informes generase situaciones que pudie- 
sen dar mérito a medidas emanadas del Parlamento, la 
propia (Comisión Permanente dispone de medios jurídicos 
idóneos para adoptar las decisiones políticas correspon. 
dientes. Se halla integrada, por lo demás, de tal manera 
que permite, en términos generales, que haya en su Seno 
representantes de las distintas corrientes de opinión que 
conforman el espectro político en su conjunto. 


9.— La reiteración de un pedido de informes en el 
ámbito de la Comisión Permanente. — Despejada la inte- 
rrogante antes expuesta, corresponde ingresar a la siguien. 
te: ¿puede la Comisión Permanente hacer suyo un pedido 
de informes originalmente planteado por un legislador en 
el ámbito de su respectiva Cámara? 


- La previsión constitucional determina que sea normal. 
mente la Cámara a través de cuya Presidencia se gestio- 
nó el pedido inicial, la que lo haga suyo en segunda ins- 
tancia, si lo estima necesario. Sobre esta base, pues, no 
incumbe a la Comisión Permanente hacer suyo el pedido 
que un legislador, en su carácter de integrante de otro ór- 
gano, hubiera oportunamente cursado. Sin embargo, la 
práctica parlamentaria recoge, con anterioridad al pre- 
sente período, por lo menos dos antecedentes que datan 
del año 1973. En efecto, en la sesión del 9 de enero de 
ese año, la Comisión Permanente resolvió hacer suyo un 
pedido de informes a la Corte Electoral que, original. 
mente, habia formulado ante la Cámara de Representan. 
tes el señor diputado Fernández Menéndez, quien inte- 
graba la propia Comisión Permanente. En la misma se- 
sión, además, se resolvió que la Cámara hiciera suyo un 
pedido de informes originalmente formulado por el señor 
senador Enrique Erro a través de la Presidencia de la Cá.- 
mara de Senadores. 


Basta, sin embargo, advertir la fecha de esta última 
solicitud para comprender que no se trataba propiamente 
de una reiteración tal como la regula el artículo 118 de la. 
Constitución. De acuerdo con la previsión constitucional, 
es preciso que exista omisión o tardanza en la respuesta. 
En el último caso citado, la Comisión Permanente resolvió 
hacer suyo el pedido el día 9 de enero, y éste había sido 
presentado ante la Presidencia de la Cámara de Senado. 
res el 5 de enero del mismo año. 


No puede, en consecuencia, afirmarse que el Cuerpo 
haya considerado en la especie que existía omisión en la 
respuesta, tanto más que el informe consistía en una re- 
lación de los resultados de la elección de noviembre de 
1971 discriminados por Departamentos y por Partidos (le- 
mas, sub.lemas y hojas de votación). De modo que la 
Comisión ejerció esa facultad como una expresión de su 
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voluntad tendiente aj cumplimiento de sus cometidos cons- 
titucionales, estimando hallarse autorizada en mérito a 
las funciones que el propio texto constitucional le enco- 
mienda; pero además, sobre la base de nutridos antece- 
dentes en los que la Comisión como Cuerpo había re- 
suelto solicitar datos e informes (ver “supra”, N? 5). 


Aún cuando una solicitud de informes decidida corpo. 
rativamente por la propia Comisión, aparentemente difiere 
de una decisión como la examinada, por la que resuelve 
hacer suyo un pedido de informes formulado precedente- 
mente por un legislador, en definitiva se trata de resolu- 
ciones que producen similares efectos. Sea que en la pro. 
pia Comisión se plantee la necesidad de solicitar informes 
por parte de ella en su conjunto, sea que el planteo con. 
sista en que haga suyo un determinado pedido anterior, 
las consecuencias prácticas no podrán casi distinguirse. 
La disensión deviene, así, un mero ejercicio intelectual. 


10.—- La reiteración de un pedido de informes: otras 
precisiones. — Esta Comisión cree posible sostener que, en 
puridad, debe haber identidad entre el Cuerpo a través 
de cuya Presidencia se cursó un pedido de informes y el 
Cuerpo que —actuando como tal— ulteriormente lo reite- 
ra conforme al artículo 118. 


O sea, en el Caso concreto, la Comisión Permanente 
podría reiterar tan sólo los pedidos que sus propios miem- 
bros hubieran hecho en calidad de tales. 


La distinción sin embargo, vendría a ser —ya lo vi- 
mos— prácticamente ociosa. Y cuanto más correctamente 
se apliquen los preceptos constitucionales, se vuelve más 
ociosa todavía. 


Véase que, según lo hemos dicho reiteradamente, la 
Comisión Permanente es un órgano con funciones propias. 
Las facultades conferidas a sus miembros tienen por ob- 
jeto el cumplimiento de tales funciones. Por lo tanto, el 
pedido de informes debe guardar necesariamente relación 
con los cometidos que la Constitución asigna a la Comi. 
sión Permanente, y debe asimismo tener por objeto el 
eficaz desempeño de tales cometidos. 


Cualquier decisión consistente en el ejercicio de una 
facultad, exige pues un juicio previo sobre la existencia de 
una relación de medio a. fin y, más específicamente, so- 
bre la idoneidad del medio propuesto en el caso concreto 
para alcanzar el fin perseguido. Exige asimismo, en el caso 
de los órganos públicos, la previa verificación de que tal 
fin se halla comprendido entre los que son propios del 
órgano respectivo (““supra”, N9 2 y N9 3). 


Por ello, la Comisión Permanente no debe str el ve- 
hículo a través del cual se canalicen planteos o solicitu- 
des ajenos a las funciones y fines de ella misma. Esto no 
significa menoscabo de sus atribuciones, tanto menos 
cuanto que, para que puede rechazarse un pedido con. 
creto, deberá surgir manifiestamente la improcedencia de 
éste; sino que significa, por el contrario, garantía de la 
recta aplicación de los preceptos constitucionales. 


Desde esta perspectiva ni el legislador que integra la 
Comisión Permanente, ni el que no forma parte de ella, 
podrán actuar a través de la Comisión Permanente cuan. 
do se trate de obtener dates e informes dirigidos a los 
fines propios de su respectiva Cámara, sea que quieran 
pedirlos por primera vez, sea que aspiren a la reiteración 
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de una solicitud ya efectuada ante esa Cámara. Aunque 
la distinción pueda resultar, en la, mayoría- de los casos, 
más aparente que real, es preciso dejarla claramente con- 
signada. El uso inmoderado de una facultad puede condu- 
cir a su depreciación e inclusive a su inutilidad. 


11.—- Necesidad de una regulación legal, Según lo es- 
tablece el artículo 85 de la Constitución en su ordinal 20, 
compete a la Asamblea General: “Interpretar la Constitu- 
ción, sin perjuicio de la facultad que corresponde a la Su- 
prema Corte de Justicia, de acuerdo con los artículos 256 
a 261”. Por ello, una decisión generalmente obligatoria 
sobre el preciso alcance de las atribuciones y facultades 
de la Comisión Permanente o de sus integrantes, sólo 
puede. adoptarse mediante una ley. Entretanto, las deci. 
siones que la Comisión Permanente tome y los puntos de 
vista que, eventualmente, haga suyos con la finalidad de 
aplicarlos a todas las circunstancias o casos análogos, no 
constituyen sino un Criterio orientador, expresivo de una 
voluntad colectiva, pero sujeto en todo caso a modifica. 
ciones. 


Sin perjuicio de lo cual la Comisión Permanente no 
puede rehuir la obligación de ejercer sus facultades y 
cumplir sus deberes, a pretexto de no haberse dictado la 
reglamentación legal respectiva (artículo 332 de la Cons- 
titución). 


Ahora bien, mientras no exista la norma interpreta- 
tiva de carácter general y abstracto, que aclare definitiva- 
mente el alcance de tales facultades y deberes, continuará 
siendo posible que la Comisión resuelva cada caso de una 
manera diferente. La conveniencia, o mejor la necesidad, 
de dictar una ley sobre la materia, se vuelve así del todo 


evidente. 


Montevideo, 11 de marzo de 1987. 
Manuel Flores Silva, Luis José Martínez. Legisladores.” 
SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor legis- 
lador Martínez. 


SEÑOR MARTINEZ. — Señor Presidente: el punto 
considerado por la Comisión Especial que he integrado 
junto con el señor senador Flores Silva versa sobre la 
resolución de un problema respecto al que existen muy 
pocos antecedentes en el plano doctrinario. Consecuente- 
mente, el trabajo de la Comisión se hizo particularmente 
difícil ya que implicó el examen de los antecedentes exis- 
tentes en la práctica parlamentaria, el análisis compara- 
tivo de las disposiciones constitucionales concernientes al 
tema y las conclusiones que, tal como se dice en el preám- 
bulo del informe de la Comisión Especial, no son sino 
aportes a la consideración de un problema que hasta ahora 
prácticamente no había sido analizado en el país. 


Se trata del ejercicio de una facultad acordada a los 
legisladores desde 1918, cuya importancia está de más re- 
calcar. En efecto, en aquella ocasión el constituyente in- 
tensificó los poderes de control de que se halla investido 
el Poder Legislativo sobre la gestión del Poder Ejecutivo, 
sus dependencias y organismos autónomos descentraliza- 
dos, tal como quedó redactada la disposición a partir de 
1934 y en los textos constitucionales subsiguientes. 
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Es sabido que el Poder Legislativo ejerce, además de 
las funciones legislativas propiamente dichas —las que le 
corresponde desempeñar por ser este Poder aquél al que, - 
de conformidad con la definición clásica, se le asigna el 
ejercicio predominante de esta función del Estado— las 
de control. En 1918 se incorporaron, además del llamado 
a Sala previsto en la Constitución de 1830, los institutos 
del pedido de datos e informes y las Comisiones Investi. 
gadoras. Consecuentemente, en el artícalo que corresponde 
al actual 132 se determinó, asimismo, que la Comisión 
Permanente tendría “la facultad” establecida en los actua- 
les artículos 118 y siguientes. Se trata, obviamente, de va- 
rias Íacultades y no solamente de una; la mera circuns. 
tancia de haber seguido usando la terminología anterior 
y la inadvertencia de que ella no correspondía a los nue- 
vos textos determina que esta expresión aparezca en sin. 
gular y no en plural, que sería lo correcto, es decir “las 
facultades”, ya que comprende no solamente el pedido de 
informes, sino también el llamado a Sala a los Ministros 
y la institución de las Comisiones Investigadoras. 


Precisado pues, que a la Comisión Permanente in. 
cumbe para el cumplimiento de sus funciones y el ejer- 
cicio de sus atribuciones constitucionales, no solamente 
llamar a Sala a los Ministros sino además instituir Comi. 
siones Investigadoras y pedir informes, es necesario deter- 
minar cuáles son las modalidades de ejercicio de esta 
facultad de pedir informes. 


Aún cuando la Comisión se abocó predominante a 
considerar la pertinencia de un pedido de informes rea- 
lizado ante la Comisión Permanente por parte de legisla- 
dores que no la integran y, asimismo, la eventual reitera. 
ción en el ámbito de este Cuerpo de informes solicitados 
oportunamente ante cada una de las Cámaras, gran parte 
del desarrollo consignado en este repartido versa sobre el 
análisis del pedido de informes en sí mismo, las modali- 
dades de su ejercicio y la práctica de su aplicación. 


Hemos considerado necesario desbrozar el camino a 
fin de alcanzar, en definitiva, las conclusiones correctas 
sobre los problemas que explícitamente interesan a la Co. 
misión Permanente y por vía de algunos razonamientos 
hemos llegado a las siguientes. 


En primer término, hemos adoptado —de manera im- 
plíicita, pero no por ello menos ostensible— el criterio im- 
puesto desde larga data —a partir de las enseñanzas de 
Justino Jiménez de Aréchaga— de que la Comisión Per- 
manente es un órgano al que incumbe el desempeño de 
funciones propias dirigidas a fines asimismo inherentes al 
Cuerpo considerado como tal, que no se superponen nece- 
sariamente ni constituyen una mera delegación de facul- 
tades de la Cámara de Senadores, de la Cámara de Repre- 
sentantes o de la Asamblea General. A partir de esta afir- 
mación, el pedido de informes realizado en el ámbito de 
la Comisión Permanente y la eventual reiteración del 
mismo deben ser considerados siempre sobre la base de 
que el ejercicio de una facultad conferida por la Constitu- 
ción a un órgano instituido en ella tiene que estar presi. 
dido por los fines propios de ese órgano; y la pertinencia 
del ejercicio concreto debe ser examinada en orden a la 
consideración de la idoneidad del medio empleado para 
la obtención del fin propuesto. 


De manera, pues que, en el ámbito de la Cámara de 
Senadores existen pedidos de informes que necesariamente 
deben estar dirigidos al cumplimiento de los fines y al 
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ejercicio de las funciones propias de dicha Cámara. Otro 
tanto ocurre en la Cámara de Representantes e igual- 
mente en la Comisión Permanente que, con independen- 
cia de estos dos Órganos tiene sus propias funciones y 
fines. 


Esto nos lleva a la conclusión -——que, por otra parte, 
no es novedosa, sino que ha sido adelantada durante largo 
tiempo por la doctrina nacional más prestigiosa— de que 
el pedido de informes debe estar necesariamente relacio. 
nado con el ejercicio de las funciones propias del órgano 
respectivo, y que debe ser rechazado cuando ostensible- 
mente exorbite esa finalidad. 


¿Qué quiere decir esto? Puesto que la amplitud de 
atribuciones de que se hallan investidas la Cámara de Se- 
nadores y la Cámara de Representantes es tal que poco 
frecuentemente se hace ostensible la improcedencia de 
un pedido de informes, resultará muy difícil —a menos 
que se actúe torpemente, explicitando la existencia de fi- 
nes que no están dentro de los que corresponden a estas 
Cámaras— que una de ellas rechace un pedido de iníor- 
més tramitado por un señor legislador, o que la Presiden- 
cia del Cuerpo, en uso de facultades que incuestionable- 
mente tiene, proceda de ese modo. Pero en el ámbito de 
la Comisión Permanente, cuyas atribuciones constituciona- 
les, con ser de particular trascendencia, son cuantitativa- 
mente menores que las de la Cámara de Senadores o las 
de la Cámara de Representantes, el examen que necesa- 
riamente se debe hacer podría, quizás, conducir con ma- 
vor frecuencia a determinar que es improcedente un pe- 
dido de informes, ya sea porque surge de su mismo texto, 
ya por la naturaleza de los informes que se gestionan. Así, 
por ejemplo, si un integrante de la Comisión Permanente 
solicitara —o pretendiera hacerlo— informes sobre ante- 
cedentes de nace largos años, en cuanto a procedimientos 
aplicados por la Administración Pública en cumplimiento 
de las disposiciones sobre alquileres, intervencionismo del 
Estado de conformidad con las leyes de 1954, 62, etcétera 
—-por poner un ejemplo— en condiciones tales que mani- 
fiestamente se tratara de informe que el legislador solicita 
en su condición de tal, con miras a la elaboración de un 
proyecto de ley, o al estudio de problemas que eventual. 
mente lo conduzcan a planteos de índole estrictamente 
legislativa, parece obvio que se trataría de una decisión 
que exorbitaría ostensiblemente los cometidos de control de 
la Comisión Permanente, a la cual incumbe, en esta ma- 
teria —en lo que se refiere al contralor de la regularidad 
de la actuación del Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados y organismos constituciona- 
les —las mismas facultades que a la Cámara de Senado- 
res o en su caso a la Asamblea General y, eventual. 
mente, a la Cámara de Representantes. No así en mate- 
ria legislativa porque la Comisión Permanente no ejerce la 
función legislativa, ni está facultada para dictar leyes. 


A partir de esta base, pues, hemos tenido obviamente 
presente otro principio esencial —es por esto que las fa- 
cultades de control son ejercidas, durante el receso par- 
lamentario, por la Comisión Permanente— y es que ellas 
deben estar garantizadas de manera tal que presida su 
aplicación un criterio lo suficientemente amplio que ase- 
gure su efectivo funcionamiento, porque si los criterios 
fueran demasiado restrictivos, nos encontraríamos con que 
se volvería ilusorio el control para el que primordialmen. 
te existe la Comisión Permanente, a la cual incumbe —-se. 
gún reza nuestra Constitución —. velar por el cumplimien- 
to de las normas constitucionales y de las leyes. 
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En consecuencia y a partir de esta afirmación, seña- 
lamos también que para que un pedido o planteo pueda 
ser desechado, éste debe ser ostensiblemente improceden. 
te, reservándose en todo caso, si se produce un rechazo 
por parte de la Presidencia de la Comisión Permanente la 
posibilidad de ratificar o de rever la decisión del Presi- 
dente del Cuerpo. 


Pasamos seguidamente a examinar la naturaleza del 
pedido de informes cuando él es formulado corporativa- 
mente por la Cámara por vía de reiteración; e ingresa- 
mos, a posteriori al análisis de la eventual procedencia o 
improcedencia de un pedido de informes ante la Comisión 
Permanente o, más bien dicho, ante la Presidencia del 
Cuerpo, formulado por quien no es integrante del mismo. 
A partir del principio elemental de que las facultades atri- 
buidas a los órganos públicos o a sus miembros deben ser 
ejercidas por estos y no por otros cualesquiera, más allá 
de la similitud de posición que jerárquicamente ocupen 
con relación a aquellos, llegamos a la conclusión de que 
sólo incumbe a los integrantes de la Comisión Perma- 
nente ejercer la facultad conferida por el artículo 118 de 
la Constitución y por la remisión allí contenida al ar- 
tículo 132 de la misma. 


De alguna manera, la Comisión Permanente es una 
especie de Asamblea General en pequeño, en la que la 
Constitución ha intentado que, de ser posible sea repro- 
ducido el cuadro del espectro político existente en ambas 
Cámaras, de modo que, en lo posible, los distintos Ssecto- 
res y partidos políticos tengan una representación pro- 
porcionada a la que les ha correspondido en el Poder Le- 
gislativo en su conjunto. En principio, esto asegura la 
posibilidad de que los distintos grupos o sectores de opi. 
nión tengan —políticamente hablando— una suerte de 
representación en la Comisión Permanente que no sólo 
no obstaculice, sino que por el conrario garantice el ejer- 
cicio de aquellas facultades conducentes a determinados 
objetivos. De modo que la circunstancia debe concluir 
—como parece razonable y de acuerdo con el sentido co. 
mún— que sólo incumbe a los miembros de la Comisión 
Permanente solicitar a la Presidencia informes en los tér- 
minos de los artículos 132 y 118 de la Constitución. No se 
impide el ejercicio de esta facultad, y mucho menos en la 
medida en que senadores y representantes pueden —y de 
hecho lo hacen— solicitar regularmente, durante el pe. 
ríodo de funcionamiento de la Comisión Permanente, da. 
tos e informes a través de la Presidencia de su Cámara 
respectiva. Puesto que los integrantes de la Comisión Per. 
manente, además, no dejan, por investir esa condición, de 
ser asímismo integrantes de la Cámara de Senadores o 
de la Cámara de Representantes, es claro que cuando el 
pedido de informes se refiera o tenga por objeto el cum. 
plimiento de las funciones de que se halla investido en su 
condición de senador o representante, y no tenga por ob. 
jeto el cumplimiento de las funciones de que se halla in- 
vestido en su condición de miembro de la Comisión Per- 
manente, dicho pedido deberá ser cursado a través de la 
Presidencia de la propia Cámara y no de la Comisión 
Permanente. 


Por último, examinamos lo que a nuestro juicio cons- 
tituye el problema más difícil; a saber, el de si corres- 
ponde o no que la Comisión Permanente reitere los tér- 
minos del artículo 118 en forma corporativa, pedidos de 
informes formulados ante su respectiva Cámara por un 
legislador. Este es un problema particularmente difícil, 
al cual se añade la dificultad ya señalada con anteriori 
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dad —vigente para cualesquiera otros de los que: han. sido 
planteados— de que no hay exámenes ni estudios que nos 
permitam- encontrar parte del camino ya recorrido. 


Y digo que es particularmente difícil, porque a partir 
de law consideración de que las funciónes propias de un 
Cuerpo o de sus miembros, sólo pueden ser ejercidas por 
estos o por el Cuerpo mismo, lo que nos llevaría inevita- 
blemente- a: la conclusión de que la reiteración sólo proce- 
de respecto al pedido de informes cursado por integrantes 
de la: propia Comisión Permanente, nos encontramos sin 
embargo con el hecho de que por la parcial superposición 
de competencias —de control, de legalidad, de convenien- 
cla, de: legitimidad de las decisiones de los órganos públi- 
cos entre las Cámaras y la Comisión Permanente— bien 
puede evurrir que un pedido de informes formulado ori- 
ginariamente ante una de las Cámaras verse sobre una 
materia de competencia de la Comisión Permanente. 


Sin' embargo, a partir de las dudas y del esbozo de 
las interpretaciones posibles, señalamos que en todo caso 
se trataría de un mero ejercicio intelectual. Una práctica 
inveterada, vigente desde hace 130 años, con textos ma- 
nifiestamente distintos y más restrictivos en cuanto a las 
facultades conferidas a los órganos legislativos, determina 
que la Comisión Permanente. haya ejercido regularmente 
la atribución de pedir informes colectivamente. Y el he- 
cho de que lo haga con referencia, o haciendo propios los 
términos de un pedido de informes que haya formulado 
antes un señor legislador ante su Cámara respectiva es 
una circunstancia que marca una diferencia de procedi. 
mientos pero no de sustancia. 


En otras palabras: si parece incuestionable que la 
Comisión Permanente, en ejercicio de sus facultades de 
control, puede como Cuerpo gestionar datos e informes 
sobre asuntos concernientes al cumplimiento de sus come- 
tidos, nada obsta a que la modalidad elegida pára usar 
de esa atribución sea la de referirse a los datos a infor- 
mes que oportunamente hubiera solicitado un legislador 
ante su Cámara respectiva, aunque “strictu sensu” no se 
trate de una reiteráción en los términos del artículo 118 
de la Constitución. Se podría afirmar que en este caso y 
admitida esta interpretación, no se trataría ya de una 
reiteración con lo que este término conlleva, en el sen- 
tido de que ha existido una tardanza o una omisión de 
parte del órgano requerido, sino de un pedido que origi- 
nálmente formula la Comisión Permanente. Sin embargo 
se perdería aquí de vista que la trascendencia de una so- 
licitud de datos e informes que la Comisión Permanente 
resuelve corporativamente cursar es, naturalmente, mu- 
cho mayor que la trascendencia de un pedido de datos e 
informes que cursa la Presidencia a solicitud de uno de 
sus miembros, o aún que la reiteración que a solicitud de 
este mismo integrante de lá Comisión, el Cuerpo resol- 
viera formular. 


De manera que, por la naturaleza misma del período, 
por la índole del problema y sobre todo por la jerarquía 
del órgano que, colectivamente o como tal, formularía 
eventualmente el pedido de informes, las consecuencias 
prácticas de admitirse —eomo lógicamente podría hacer- 
se, aunque sobre este tema no abrimos opinión definitiva 
ni exponemos un punto de vista con mifas a la adopción 
de un criterio general— este eriterio, no perjúdicaría en 
absoluto —y esto es preciso señalario con la. mayor clari- 
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dad... el ejercicio. de las atribuciones de control que la 
Constitución le asigna predominantemente a la Comisión: 
Permanente. 


No hay pues, señor Presidente —£fuera de que se tra- 
ta de un problema sobre el que no existe un interés ju- 
rídico ni institucional en resolver, porque es una mera 
discusión bizantina—— motivos de alarma aún .en el su- 
puesto de que se llegara a la conclusión de que no es 
procedente, “strictu sensu”, la reiteración por parte de 
la Comisión Permanente del pedido de datos e informes 
que un legislador hubiera formulado antes a su respectiva 
Cámara. 


Por último señalamos —y esto nos parece fundamen- 
tal— que el ejercicio de ésta o cualesquiera otras facul. 
tades, debe ser ponderado en orden a las consideraciones 
que precedentemente formulamos: cumplimiento de cier. 
tos fines, verificación del pedido mediante la observancia 
de ciertas formalidades y, naturalmente, ejercicio de la 
facultad en cuanto al respeto más estricto de la precepti.- 
va constitucional y legal. El abuso en el uso de una fa- 
cultad o poder cualquiera por parte de un órgano o de los 
integrantes facultados para ello, conduce, quizás, a la 
desnaturalización de la misma. 


Hace más de cuatro décadas el doctor Jiménez de 
Aréchaga, en la “Constitución Nacional”, analizando el 
instituto del pedido de informes como uno de los conte. 
nidos en el clásicamente llamado Estatuto de los Legisla- 
dores, señalaba, precisamente, que el uso inmoderado de 
la facultad de solicitar datos o informes se estaba consti- 
tuyendo generalizada que iba a conspirar contra el pres- 
tigio del instituto en sí mismo. 


En esos términos, señor Presidente, dejo en nombre 
de la Comisión Especial —-a modo de complemento de lo 
consignado en el informe que hemos presentado— bre- 
vemente esbozado el punto de vista de la misma, seña- 
lando, por último, que tal como lo expresamos al final 
del informe —«que obra en poder de los señores legislado- 
res miembros de esta Comisión— sólo el legislador pue: 
de sancionar normas que por su naturaleza general y 
abstracta sean obligatorias con carácter interpretativo de 
los preceptos constitucionales. 


La necesidad de dictar una ley que regule esta temá- 
tica aparece ostensible en lo que a nosotros eoncierne. 
Quizás pueda ser motivo de satisfacción el haber hecho 
un modesto aporte como un punto de partida en la con. 
sideración de un problema que deberá, tarde o temprano: 
—<uanto más temprano, mejor— ser trasladado a la con- 
sideración legislativa a los efectos de su más correcta di- 
kacidación y de la adopción de los criterios generales res. 
pectivos que garanticen el mejor ejercicio y el más cabal 
desempeño de las funciones y de las atribuciones o facul.- 
tades a que el informe y el trabajo de la Comisión se ré- 
fiere. 


Por ahora, señor Presidente, ey ecwanto deseo señalar. 
SEÑOR FLORES SILVA. -- Pido la PESUIA 


SEÑOR PRESIDENTE. su Tiéne la valet el iaa 
legislador. - 
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- SEÑOR FLORES SILVA. — Muy brevemente, señor 
Presidente, deseo dejar una constancia que siento el de- 
ber de hacer. 


_La Comisión se reunió en cuatro oportunidades, de- 
batió largamente en una de sus sesiones sobre los crite- 
rios generales con que pretendía informar al Cuerpo; pero 
lo que. corresponde a la investigación doctrinaria de an- 
tecedentes legislativos, y finalmente a la redacción del 
informe, ha sido obra del señor legisador José Luis Mar- 
tínez, con quien he tenido el gusto de trabajar. Por lo 
expuesto, considero que debe constar en actas el mérito 
que cae sobre este informe, 


SEÑOR MARTINEZ. — Pido la palabra para una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MARTINEZ. — Señor Presidente: ratifico 
las palabras del señor legislador, no haciendo de esto un 
torneo floral, sino como expresión real de la satisfacción 
que ha significado para mí trabajar con el señor legisla- 
dor Flores Silva. Atribuyo a una excesiva generosidad, la 
modestia con que consigna la labor que él desarrolló. Si 
bien me tocó redactar este informe, los aportes que en el 
curso de los trabajos se hicieron por parte del señor le- 
gislador Flores Silva, los considero de gran importancia 
y están integrados como parte fundamental del mismo. 


En homenaje a la verdad y agradeciendo las expresio- 
nes generosas del señor legislador, para restablecer en 
sus “justos términos la equidad en el juicio de este tra: 
bajo, deseo consignar el invalorable aporte que el señor 
legislador efectuó en el curso de todas las deliberaciones 
de la Comisión, en orden al cumplimiento de su tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el informe de los señores legislado- 
res Martínez y Flores Silva. 


(Se vota: ) 


—-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


A modo de fundamento de voto, deseo decir que com- 
parto integralmente el informe y quiero dejar sentado mi 
total beneplácito con la calidad del mismo. Considero que 
es el aporte más importante que se ha hecho al análisis de 
alguno de los problemas que tienen relación con las com- 
petencias de la Comisión Permanente en toda la historia 
del Parlamento. En ese sentido, deseo felicitar a los se- 
ñores legisladores y simplemente dejo planteadas mis re- 
servas en cuanto a la sugerencia de promover la reglamen- 
tación legal de las competencias de la Comisión Perma.- 
nente, en tanto que entiendo que debería revisarse el 
“modus operandi” de este órgano legislativo, pero aten- 
diendo, fundamentalmente, a la revisión del Reglamento 
que considero es totalmente obsoleto. 


5) JULIO SOLSONA FLORES. Homenaje a su 
memoria. 


SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Pido la palabra para 
referirme 2 un asunto urgente. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la solicitud del señor legislador. 


(Se vota:) 
-—-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Señor Presidente: 
he solicitado la palabra para traer a esta reunión el re- 
cuerdo de la ilustre personalidad de don Julio Solsona 
Flores que acaba de fallecer hace tres días a la edad de 
ochenta años, después de haber cumplido una larga vida 
al servicio del país. 


Don Julio Solsona ingresó al Banco de la República 
como funcionario de menor jerarquía, mediante un con- 
curso de méritos y oposición; llegó a los primeros cargos, 
ascendiendo a lo largo de toda su carrera hasta culminar 
como Gerente General de esa institución. Después de una 
profícua actuación, se jubiló merecidamente y cuando pen- 
saba descansar tranquilamente en su casa, en el segundo 
gobierno blanco fue llamado a integrar nuevamente el 
Directorio del Banco de la República, esta vez como Pre- 
sidente. Integró este organismo durante un período con- 
siderable sirviendo nuevamente al país. 


Don Julio Solsona Flores fue también Delegado uru- 
guayo en el Banco Interamericano de Desarrollo; esto, 
está referido a su actuación pública. 


Debemos agregar que perteneció al Partido Nacional 
y dentro de éste, al Movimiento de Rocha. Ocupó varios 
cargos partidarios; fue convencional, miembro de la Co- 
misión Nacional del Movimiento de Rocha —sobresalien- 
do en las más altas jerarquias— fue miembro de la Co- 
misión Nacional de Finanzas de dicho Movimiento y le 
tocó, dolorosamente, entregar la casa de los Lamas du- 
rante el gobierno de la dictadura, a una comisión que se 
creó expresamente para recibir los edificios de los comi- 
tés políticos. 


La entregó con dolor y bajo inventario, pero, a la 
vuelta, cuando ya se instalaba la democracia, tuvo que 
recibir nuevamente ese patrimonio, también bajo inventa. 
rio, teniendo así la satisfacción de ser la misma persona 
que lo había entregado. 


A efectos de mostrar una arista nueva, no planteada 
aquí, de su persona, recordemos que cuando fue elegido 
Presidente del Banco de la República, es decir, cuando 
entró por segunda vez a esa Institución, en vez de apa- 
recer por la puerta principal, con todos los oropeles que 
corresponden a un Presidente que se va a hacer cargo de 
su puesto, lo hizo por una puerta lateral, siendo tremen- 
damente aplaudido y agasajado por quienes habían sido 
sus compañeros. Esto muestra otra faceta más de don 
Julio Solsona Flores: su extremada modestia. 


Quienes concurríamos frecuentemente a la Casa de 
los Lamas, tenemos el recuerdo de esta segunda casa de 
don Julio quien, con su estuerzo, ayudó a mejorarla y 
repararla. Queremos destacar que toda vez que se reu- 
nía la Comisión Nacional del Movimiento de Rocha, don 
Julio Solsona Flores era el primero en llegar y el último 
en retirarse. 
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Con estas palabras mal hilvanadas queremos rendir 
homenaje a su esclarecida memoria y hacer llegar a sus 
deudos nuestra solidaridad en su dolor, así como a sus 
correligionarios, amigos y a todos los uruguayos que sen- 
timos la muerte de un preclaro hombre de nuestro medio. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
deseo agregar dos breves conceptos a los ya manifestados 
con motivo del fallecimiento de don Julio Solsona Flores. 


En primer lugar, queremos destacar que su actividad 
política proviene de una vertiente partidaria distinta a la 
nuestra, que integró, pensó e imaginó el Partido Nacional 
con un matiz diferente del que imaginábamos nosotros. 
Sin embargo, eso no fue obstáculo para que, a pesar de 
la diferencia de edad, pudiéramos mantener con él una 
interesante y profunda relación que estaba presidida por 
—y esta es la palabra que quizás lo defina mejor— el 
señorío. 


Don Julio perteneció a una categoría de hombres que 
se dio en los Partidos y a los que muchas veces no se 
rinde el debido homenaje. Me refiero a aquellos que no 
siguen la carrera de los honores en los cargos electivos, 
que no ocupan bancas de representantes o senadores, aun- 
que tienen méritos suficientes para ellos; se trata de 
hombres que dedican su tiempo, su pasión, sus años y su 
cariño a ser dirigentes partidarios, a ser los que muchas 
veces hacen posible nuestra presencia aquí. Se los encuen- 
tra en la Comisiones de Hacienda, o como reserva para 
cuando se necesitan hombres de gobierno, prontos a ser- 
vir en los cargos públicos con la misma naturalidad con 
que lo hacen dentro de los partidos, para luego regresar 
a las casas partidarias con la sensación del cumplimiento 
del deber. 


Hasta en su estampa, con su gacho y su manera de 
vestir —que quizás ya resulta poco frecuente entre noso- 
tros— don Julio Solsona Flores representaba un tiempo 
dentro del Partido. Por eso no queremos dejar de expre- 
sar unas palabras en nombre de los herreristas para quien 
fuera, dentro del Partido, integrante de otra vertiente pero 
que, sin lugar a dudas, ya pasó a formar parte del acervo 
común de todos los nacionalistas y a quien hoy reveren- 
ciamos como el administrador honesto, como el ciudadano 
íntegro y como el nacionalista de todas las horas. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. - 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: en 
nombre de la bancada del Partido Colorado, naturalmente, 
adherimos a las palabras de homenaje que se han pronun.. 
ciado con motivo del fallecimiento del ciudadano don 
Julio Solsona Flores. 


Se ha dicho con acierto que perteneció a la estirpe 
de servidores del Estado que muchas veces asumen sobre 
sus hombros las funciones más difíciles. 
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Queríamos dejar constancia de la adhesión de nues- 
tro partido en este homenaje. 


SEÑOR FAU, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR FAU. — Señor Presidente: no tuvimos el gus. 
to de conocer personalmente al señor Solsona Flores, aun- 
que sí tuvimos información acerca de lo que fue su acti. 
vidad política y pública. 


Las expresiones de los señores miembros de este Cuer- 
po, integrantes del Partido del que formó parte, nos exi. 
men de mayores consideraciones y, por ello, nos limitamos 
a señalar, en nombre de nuestra bancada, nuestra adhe- 
sión a todo lo que aquí se ha manifestado. 


SEÑOR MARTINEZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor le- 
gislador., 


SEÑOR MARTINEZ. — En nombre del Movimiento 
Por la Patria, quiero expresar nuestra adhesión a los con- 
ceptos vertidos en homenaje a la ilustre persona de don 
Julio Solsona Flores y extender asimismo a sus deudos, 
las sentidas condolencias por su irreparable desaparición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase por Secretaría una mo- 
ción llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


“Solicitamos se haga un minuto de silencio en home. 
naje a la memoria de don Julio Solsona Flores y se 
pase la versión taquigráfica de lo dicho en esta Comi. 
sión a sus deudos. 


Julio Maimó Quintela, Legislador”. 
-—Se va a votar la moción a que se dio lectura. 
(Se vota: ) 


—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se invita a los señores integrantes de la Comisión Per- 
manente y a la Barra a ponerse de pie. 


(Así se hace) 


6) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más asuntos a 
considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 7 minutos) 
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